


CONCORDATO ENTRE EL ECUADOR 
Y LA SANTA SEDE
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Las relaciones entre los Estados y la Iglesia Católica se han desen­
vuelto; a veces pacíficamente por el mutuo respeto de las funciones de 
cada una de las dos Potestades soberanas. En muchas ocasiones los So­
beranos Pontífices han hecho concesiones a favor de los príncipes cris­
tianos por medio de actos unilaterales, formulados generalmente en 
bulas o constituciones apostólicas. En otras oportunidades ha sido ne­
cesario llegar a acuerdos o tratados internacionales, llamados Concor­
datos, porque en ellos se resuelve coordinar la acción del Estado y de 
la Iglesia, reconociendo los derechos de cada uno. El más antiguo Con­
cordato que se recuerda es el de Worms del año 1122 entre el Empera­
dor germánico y el Papa. En cambio, las relaciones de la Santa Sede 
con los que ahora son Estados de América, arrancan de la Bula “Exi­
mia devotionis” de 1501, que concedía a los reyes de Castilla el pro­
ducto del diezmo en las Indias, para cubrir los gastos de la obra evan- 
gelizadora en estas regiones donde comenzaba a expandirse la fe cató­
lica. Poco después, en 1508 el Papa Julio II confirió plenamente el Pa­
tronato a los Reyes de Castilla, con la Bula Universalis Ecclesiae del 
año 1508. Este privilegio de índole personal, fue ejercitado durante el 
largo período hasta la emancipación de América Hispana y permitió la 
administración y gobierno de la Iglesia en este continente, tan alejado 
de Roma, dados los medios de comunicación de entonces. No faltaron 
abusos de los reyes, pero, en general, se puede calificar de positiva su 
intervención, que favoreció las misiones, la fundación de Diócesis, la 
edificación y mantenimiento de iglesias, la difusión de la catcquesis y 
la evangelización entre las múltiples razas indígenas.
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Producida la independencia en las primeras décadas del siglo XIX, 
casi por inercia, varios de los nuevos Estados, pretendieron continuar 
con el único sistema que era conocido en el Continente, es decir con el 
Patronato. En Colombia en 1824 se dictó una Ley de Patronato, por la 
cual se regulaba minuciosamente la vida de la Iglesia, sometiéndola a 
estricta tutela y vigilancia por parte del Estado. Muchos de los proceres, 
sin embargo, aspiraban a una regulación de las relaciones con la Iglesia 
mediante un Concordato. Colombia procuró entablar negociaciones di­
plomáticas con la Santa Sede, pero tropezó inicialmente con la dificul­
tad de no estar aun reconocida su existencia por los demás Estados, 
mientras que España se oponía activamente a tal reconocimiento. La 
Santa Sede, ante la dificultad, optó por una vía intermedia: proveer a las 
necesidades más urgentes de las iglesias locales de América, sobre todo 
mediante el nombramiento de Obispos, pero declarando que estos actos 
rigurosamente eclesiásticos, no constituían un reconocimiento político 
de los nuevos Estados. Simón Bolívar manifestó su deseo de organizar 
las relaciones conforme al Derecho Internacional y en bien de la Patria 
y la religión, interesándose por los asuntos religiosos; así, por ejemplo, 
solicitó al Papa la elevación de la iglesia quiteña a Arzobispado.1

Cuando el Ecuador se separó de Colombia, en su primera Consti­
tución, del año 1830, declaró que “El Estado, en ejercicio del patrona­
to, está obligado a protegerla (a la Religión del Estado, la CatólicaX«JPf 
haestá respetar". La intención era recta y correspondía a la profunda 
fe de los asambleístas y de toda la Nación, pero evidentemente se in­
curría en un error al pretender ejercitar el Patronato, que terminó con 
la dominación de los reyes de Castilla en nuestro país. En las sucesi­
vas Constituciones se fluctúa entre la reproducción de esta fórmula y 
otra en la que no se mencionaba el Patronato, pero siempre reconocien­
do a la Religión Católica como la única y oficial en el Ecuador. Poder­
nos calificar esta situación de “confusa”, ya que la Iglesia nunca reco­
noció este Patronato republicano, pero, por otra parte, lo toleró ante si­
tuaciones que no dejaban otra salida posible. Así, por ejemplo, el Pre­

1 Cfr. Castillo Illingwort, José Santiago: La iglesia y la revolución liberal, p. 92. Quito, 
Banco Central, 1995.
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sidente Vicente Rocafuerte “en ejercicio del Patronato”, resolvió des­
membrar la Diócesis de Cuenca y crear la de Guayaquil, designando al 
nuevo Obispo, el ilustre guayaquileño Francisco Javier de Garaicoa, y 
el Papa accedió a darle la investidura eclesiástica, la misma que negó 
a otro candidato que pretendía el mismo Rocafuerte que fuera nombra­
do Obispo de Cuenca. Los presidentes Roca y Noboa, igualmente, pi­
dieron expresamente el nombramiento de Obispos presentados por 
ellos en ejercicio del pretendido Patronato y obtuvieron los nombra­
mientos, por tratarse de personas idóneas, en tanto que el Presidente 
Urvina quiso imponer un eclesiástico que no reunía las cualidades pro­
pias de un Obispo, y encontró el sistemático rechazo de la Santa Sede.

En ciertos casos la injerencia del Estado en los asuntos eclesiásti­
cos resulta más arbitraria e hiriente para la Iglesia, por tratarse de ma­
terias rigurosamente religiosas, como.por ejemplo, el Decreto de. 8 de 
abril de 1839 sobre secularización de religiosos2 y también se produje­
ron intervenciones francamente hostiles como la expulsión de la Com­
pañía de Jesús, ordenada por el Presidente Urvina.

Simón Bolívar, como afirma el Dr. Julio Tobar Donoso3, tuvo 
siempre el alto pensamiento de que la iglesia debe gozar de una abso­
luta libertad y protección de parte del gobierno, y se empeñó en regu­
larizar esta situación. Ignacio Sánchez de Tejada fue el primer diplo­
mático enviado por Colombia a la Santa Sede y sirvió también al Ecua­
dor en los primeros años. Por medio de él se tuvieron los contactos, 
lóS1 primeros contactos con la Santa Sede. Pero Rocafuerte nombró a 
Don José Modesto Larrea, como el encargado de Negociosos en París 
y ante la Santa Sede, para obtener que el Papa confirmara la Iniciativa 
de crear el Obispado de Guayaquil. Esta gestión la culminó con éxito 
el Delegado de la Nueva Granada, Fernando de Lorenzana, quien si­
guió por muchos años sirviendo voluntariamente también al Ecuador.

El Presidente General Francisco Robles llegó a la convicción de 
que no bastaba ni las medidas de fuerza para someter a la Iglesia y pre­

1 Registro Auténtico de la Legislación. Vol. II, p 527
3 Tobar Donoso, Julio. Monografías Históricas, p. 428. Quito, 1937
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tendió conseguir, mediante un Concordato, que se le reconociera el de­
recho de Patrona, tal como figuraba en la Ley colombiana de 1824, pa­
ra lo cual designó al ex presidente General José María Urvina repre­
sentante ante la Santa Sede; pero éste desistió de tal empeño, dándose 
cuenta de que la Iglesia no cedería en ningún caso las atribuciones que 
corresponden a su propia naturaleza de sociedad religiosa.

Por esa época se firmaron varios Concordatos con repúblicas ame­
ricanas: con Bolivia en 1851 (no llegó a ratificarse), con Costa Rica y 
Guatemala en 1852, con Nicaragua en 1861, con E l Salvador y con Ve­
nezuela el año siguiente. Estos Concordatos, seguramente influyeron en 
el ánimo del Doctor Gabriel García Moreno, Presidente de la Repúbli­
ca desde 1861, a gestionar la celebración de uno con nuestro país. Sin 
duda que García Moreno, conocedor profundo de la historia universal y 
en particular de la Iglesia y de Francia, conocía el Concordato celebra­
do con Napoleón en 1801, y los pactados con Italia en 1803, Baviera en 
1817, España 1851, Austria-Hungría en 1855. Algún autor ha dicho que 
Fray Vicente Solano sugirió a García Moreno la conveniencia de cele­
brar un Concordato, pero, aunque no es imposible, consta que el Presi­
dente desde tiempo atrás había manifestado su deseo de hacerlo.4

Negociación y firma del Concordato

El Presidente consiguió que el Legislador le confiera amplios po­
deres para iniciar y concluir la negociación, mediante la Ley de 7 de 
abril de 1862, cuyo artículo 2 dice: “Si el Poder Ejecutivo celebrare el 
Concordato antes de que se reúna la próxima legislatura, lo cumplirá 
por parte de la República, y lo someterá a la aprobación de aquella en 
los primeros días de su reunión”5

García Moreno nombró Ministro Plenipotenciario para negociar 
el Concordato, al Reverendísimo Arcediano de Cuenca Monseñor Ig­
nacio Ordóñez, y de puño y letra escribió prolijas instrucciones, que 
denotan el conocimiento que el Presidente tenía de los Concordatos de

4 Tobar Donoso, ob. Cit., p. 264.
5 Leyes expedidas en los años 1862 y 1863. Quito. Imprenta del Gobierno.
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su época y, sobre todo, de las necesidades de la Patria, por la experien­
cia de aquellos primeros años de vida independiente.6 Resulta muy in­
teresante leer dichas instrucciones, que revelan el espíritu acendrada­
mente católico de García Moreno, el amor a la libertad y a la Iglesia y 
el sentido practico de estadista.

Entre otros conceptos, allí se dice que “I o El Gobierno del Ecua­
dor desea únicamente que la Iglesia goce de toda libertad e indepen­
dencia de que necesita para cumplir su misión divina, y que el Poder 
Civil sea el defensor de esa independencia y garante de esa libertad" . 
A continuación, expresa las medidas concretas que se deberá o consig­
nar, tales como suprimir el “exequátur”, o pase, que arbitrariamente dis­
tanciaba al Papa de sus fieles: mantener el derecho de los Obispos de 
prohibir ciertos libros y aprobar los que se han de usar para la enseñan­
za de la religión; eliminar el llamado “recurso de fuerza”, que dejaba sin 
efecto las disposiciones judiciales de los Prelados: reconocer el fuero 
eclesiástico; establecer un sistema de presentación de los candidatos pa­
ra Obispos, que permitiera elegir a los más dignos; emprender con la re­
forma de los regulares; disponer sobre diezmos y bienes eclesiásticos. 
En una palabra, en las instrucciones se contiene ya un esquema bastan­
te detallado de lo que debía disponer el Concordato, según los altos cri­
terios y sentimientos católicos del Presidente del Ecuador.

Con tales instrucciones y por el acierto en la designación del Mi­
nistro Plenipotenciario, la negociación del Concordato no fue difícil, y 
se llegó a la firma del mismo, por parte del Cardenal Antonelli y el Re­
verendísimo Ordóñez, el Io de mayo de 1862. El Plenipotenciario 
ecuatoriano se apresuró a regresar al país y exponer al Presidente lo 
acordado en el Vaticano. Pero García Moreno encontró que el pacto ce­
lebrado no bastaba para conseguir la profunda reforma religiosa que 
deseaba para el Ecuador, por lo que pidió a Ordóñez regresar a Roma 
para obtener algunas modificaciones que, según su criterio, harían más

6 Fue nombrado Secretario de la Legación, Don Rafael Barba Jijón. Cf. Historia Diplomá­
tica del Ecuador, del Dr. Jorge Washington Villacrés Moscoso, Guayaquil, 1972.3 vol. R 
102 del vol UL El Negociador por parte del Vaticano fue Monseñor Alejandro Franchi, y 
firmó el Tratado el Cardenal Secretario de Estado, Antonelli.
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radical la corrección de las corruptelas que se habían introducido, so­
bre todo en la vida de los religiosos. Tampoco estas modificaciones se 
dejaron esperar, y el 26 de septiembre se firmó el texto definitivo con 
tres comunicaciones complementarias, que permitieron realizar el can­
je de ratificaciones el 19 de abril de 1963, seguida de la solemne cele­
bración y promulgación en la Catedral de Quito.

Características del Concordato. Oposición que suscitó.

El Concordato venía a romper la rutina de muchos años, y susci­
tó recelos en las personas formadas en una mentalidad regalista o ya 
deformadas por el influjo de las sectas masónicas. En Guayaquil, Don 
Pedro Carbo que se preciaba de sus convicciones católicas y ejercía la 
Presidencia de la Municipalidad, redactó una Exposición violenta con­
tra el Concordato, que refleja los anticuados principios en que fue edu­
cada su generación. En Cuenca, otros ilustres católicos también añora­
ron el vetusto patronato, el regalismo heredado de la monarquía espa­
ñola. García Moreno salió al paso de estos ataques en su Mensaje al 
Congreso, pidiendo que se negociasen las reformas relativas al fuero 
eclesiástico, a los diezmos, al Patronato, a la erección de Diócesis, a la 
admisión de nuevos institutos religiosos.

La Legislatura, sin tener en cuenta al Concordato, había restableci­
do en la nueva Ley de Procedimiento Civil, los recursos de fuerza, lo 
cual era contrario a lo pactado y habría significado un serio obstáculo pa­
ra la reforma de las costumbres, que se proponía García Moreno. Por 
otra parte, el Presidente, empeñado vivamente en dicha reforma, envió 
al Papá las preces para la erección de tres nuevos Obispados, a pesar de 
la tenaz oposición de Monseñor Riofrío, que juzgaba imposible su sos­
tenimiento económico. Las Diócesis de Portoviejo, Ibarra, Riobamba y 
Loja, se erigieron gracias al Concordato y significaron un notable ade­
lanto de la Iglesia en el Ecuador. Sin embargo, dado el carácter impetuo­
so del Presidente, no faltaron dificultades con el Delegado Apostólico.

Pero los más graves obstáculos surgieron en la Legislatura de 1863, 
que aduciendo la falta de aprobación legislativa antes de la ratificación, 
pretendió modificar unilateralmente el Concordato. Este despropósito



C O N C O R D A T O  E N T R E  EL. E C U A D O R  Y L A  S A N T A  S E D E  /  2345

fue enmendado por el Congreso de 1864 que, aunque insistía en las re­
formas, pidió que respetuosamente se solicitara al Vaticano los cambios 
que creían necesarios y tuvo el acierto de derogar los recursos de fuerza 
introducidos en la .Ley de Enjuiciamientos. La falta de aprobación pre­
via no era argumento válido, ya que el legislador había dado amplios po­
deres al Ejecutivo para negociar el Concordato, y una vez cumplidos los 
requisitos internacionales para su vigencia, no podía el cuerpo Legislati­
vo desconocerlo; a lo más podía sancionar al Presidente, si se hubiera ex­
tralimitado en sus atribuciones, pero respetando la fe pública del Estado.

Don Antonio Flores fue enviado como Ministro Plenipotenciario pa­
ra obtener las indicadas reformas. Desde el primer momento la Santa Se­
de admitió lo referente a la mayor participación del Estado en el Diezmo, 
pero se negó —como era natural—, en absoluto a admitir el “exequátur”, 
que el Congreso quería restablecer. La negociación continuó en Quito, con 
el Delegado Apostólico Monseñor Tavani, con quien se firmó el Acuerdo 
sobre Diezmos, concediendo al Gobierno el 50% de lo recaudado y ase­
gurando a la Iglesia, para los años 1865 y 1866 un presupuesto de 221.575 
pesos, que se debían completar por parte del Estado, si el 50% de los Diez­
mos no bastaran para cubrir esa cifra. Se abolió el fuero eclesiástico.

El Io de diciembre de 1865 el Congreso terminó de discutir las re­
formas y aprobó el Concordato con tales modificaciones. Los cambios, 
además de lo referente al Diezmo, y la supresión del fuero eclesiásti­
co, consistieron en dejar en manos de los Ordinarios la admisión de 
nuevas Órdenes religiosas; extender el privilegio de Patronato a los 
Encargados del Poder Ejecutivo; establecer que el nombramiento de 
los tres nuevos Obispos se haría mediante la presentación de temas for­
madas por los otros Obispos del Ecuador y que a los Ordinarios se les 
reservaba el aprobar los maestros de religión.

Correspondió ya al Presidente Jerónimo Carrión dar el Decreto de 
sanción y promulgarlo como Ley de la  República.7 Este Decreto dero-

7 Se comunicó a las Diócesis, y consta en el Libro copiador de la de Guayaquil correspon­
diente a ese año. Monseñor Francisco Tavani fue el primer Delegado Apostólico residen­
te en Quito, conforme se preveía en el Concordato.
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ga expresamente la Ley de Patronato de 28 de julio de 1824 y declara 
vigente la Ley Orgánica de 21 de noviembre de 1865.

Este Concordato Ecuatoriano, presenta muchas coincidencias con los 
de Costa Rica y Guatemala y otros celebrados con naciones americanas.

En el Artículo Io consagra la confesionalidad del Estado Ecuato­
riano y reconoce “todos los derechos y prerrogativas de que debe go­
zar la Religión Católica, según la Ley de Dios y las disposiciones ca­
nónicas. En consecuencia, jamás podrá ser admitido en el Ecuador 
otro culto disidente, ni sociedad alguna condenada por la Ig le s ia Es­
te artículo iba a ser, con el tiempo, el motivo de los mayores ataques 
contra el Concordato y el que en definitiva provocó su desconocimien­
to o ruptura por parte de un Gobierno sectario.

En los tres siguientes artículos se aseguran plenamente los derechos 
de la Iglesia respecto de la educación en general, y en particular de la for­
mación del Clero, hasta entonces dominada por la intervención estatal.

En el articuló VI se declara el derecho de los Obispos de gobernar 
con entera libertad sus Diócesis y de convocar Concilios o Sínodos.
Además, el Gobierno “dispensará su poderoso patrocinio y apoyo a 
los obispos, en los casos en que lo soliciten.”

Por el artículo VII se suprimen los “recursos de fuerza” y se reco­
noce el orden judicial canónico de apelación, conforme a las leyes de 
la iglesia.

El VIII afirma el fuero eclesiástico y que “en todos los juicios que 
sean de competencia eclesiástica, la autoridad civil prestará su apoyo 
y protección, a fin de que los jueces puedan hacer observar y ejecutar 
las penas y las sentencias pronunciadas por ellos". Como queda dicho, 
esto se suprimió más adelante.

Conforme al artículo IX, quedan, como anteriormente sometidas 
las personas y bienes eclesiásticos a los impuestos del Estado, excep­
tuando “Los Seminarios, los bienes y cosas inmediatamente destinados
al culto y los establecimientos de beneficencia".



C O N C O R D A T O  E N T R E  E L  E C U A D O R  Y L A  S A N T A  S E D E  /  2347

El artículo X se refiere a la inmunidad de los templos. Sólo con 
permiso de la autoridad eclesiástica se podía extraer a los refugiados 
en las iglesias.

Respecto de los Diezmos el articulo XI decía: “El Gobierno Ecua­
toriano se obliga a conservar en la República esta institución católica 
y la Santa Sede consiente que el Gobierno continúe percibiendo la ter­
cera parte de los productos decimalesi Para la recaudación y adminis­
tración de la renta decimal las autoridades acordarán un reglamento”. 
Don Antonio Flores consiguió la modificación por la que aumentó la 
participación del Estado a la mitad.

Por el articulo XII “El Sumo Pontífice concede al Presidente del 
Ecuador el derecho de Patronato”. Pero no se trata ya del patronato re- 
galista, como lo entendía la ley de 1824, sino un derecho de presenta­
ción de las personas para que el Papa nombrara los Obispos. Este de­
recho de presentación frecuentemente se concedía por aquella época a 
los Jefes de Estado.

Igualmente, se concede una cierta intervención limitada al Poder 
Civil, en los nombramientos de los beneficiarios (artículos XII, XDI. 
XIV y XV).

En sentido directamente opuesto a la práctica de aquellos tiempos, 
el artículo XVI derogaba un arbitrario decreto del Poder Ejecutivo so­
bre redención de censos y regulaba la materia, en éste y en el artículo 
siguiente.

El Artículo XIX garantiza a la Iglesia sus derechos patrimoniales 
y la administración de los mismos “conforme a los sagrados cánones”.

Luego se trata sobre la libertad absoluta de la Iglesia para estable­
cer instituciones religiosas, órdenes y congregaciones. Se ordenan bre­
ves preces por el Jefe del Estado y la Nación (art. XXI), y se promete 
el apoyo del Estado para las misiones católicas (Art. XXII).

Tiene especial interés el art. XXIII: “Todo lo demás que pertene­
ce a las personas o cosas eclesiásticas, y acerca de lo cual nada se



234-8 /  M O N S . J U A N  L A R R E A  H O L G U ÍN

provee en los artículos del presente Concordato, será dirigido y admi­
nistrado según la disciplina canónica vigente en la Iglesia y aprobada 
por la Santa Sede”. Esta norma de remisión al Derecho Canónico no 
es frecuente en los Concordatos, pero se encuentra en el de Austria 
(Art. XXII).

Finalmente, se derogan todas las leyes, etc., contrarias al Concor­
dato, se afirma el deseo de resolver amigablemente cualquier contro­
versia que surgiere y se establece el modo de ratificación.8

Cumplimiento e incumpliendo del Pacto Internacional

Durante la Presidencia de García Moreno Carrión, Espinosa, Ma­
nuel de Ascázubi, la segunda magistratura de García Moreno, Francis­
co Javier León, Pedro José Arteta y Borrero, el Concordato se cumplió 
y produjo frutos de armonía y de progreso espiritual y aún material, ya 
que prosperó la educación pública, se dio impulso a las misiones en el 
Oriente afianzando nuestra soberanía en esa región, se erigieron las 
nuevas diócesis de Riobamba, Ibarra, Loja y Portoviejo, con el consi­
guiente resurgir de la vida religiosa y cultural. No faltaron pequeñas di­
ficultades y roces desagradables entre las autoridades civiles y religio­
sas, pero esto fue la excepción, mientras que el clima de cordialidad en 
dicha relaciones, contribuyó también a la paz pública y el afianzamien­
to de las instituciones republicanas.

Desgraciadamente el ilustrado Gobierno de Don Antonio Borrero 
no encontró los medios de calmar la demagogia que pedía la convoca­
toria de una Asamblea Constituyente, y por último, se aprovechó de 
esa situación de descontento, un hábil y ambicioso militar para apode­
rarse ilegítimamente del poder como Dictador. El General Ignacio de 
Veintemilla que inició un gobierno sin ideales definidos y con la única 
meta del propio engrandecimiento personal, pensó que podía encontrar

8 El texto íntegro se encuentra en “Recolta di Concordata” de Angelo Mercad, Roma, 1919, 
p. 983 ss. Y en folleto de la Imprenta del Gobierno, Quito 1866 -  Cfr Larrea Holguín, 
Juan, “Iglesia y Estado en el Ecuador”. Sevilla 1953. y reproducido en Quito, 1996 en el 
Tomo 39 de Biblioteca Ecuatoriana Clásica.
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apoyo en los elementos más sectarios, persiguiendo a la Iglesia; en rea­
lidad lo que alcanzó fue una firme oposición del Clero y de muchos 
ciudadanos con sentimientos sinceramente republicanos y católicos.

Apenas iniciada la Dictadura, Veintemilla expidió el Decreto de 2 
de marzo de 1877, obra de Don Pedro Carbo, -quien fue el virulento 
impugnador del Concordato en 1862-, por el cual se secularizaba la en­
señanza y se privaba a los Prelados de los derechos reconocidos en el 
solemne Pacto Internacional. Esta falta a la fe pública, deshonra la me­
moria de un caudillo ambicioso, y su consejero sectario, Carbo. Si al­
guna grandeza puede tener una Nación pequeña como el Ecuador ha de 
ser su apego al Derecho Internacional, el respeto de su propia palabra 
comprometida en los Tratados válidos, y esto precisamente se echó a 
rodar por el inconsulto y tiránico Decreto de Veintemilla.

No se atrevió, sin embargo, ni siquiera a tener la franqueza de 
romper abiertamente el Concordato, y pretendió poco después ensayar 
una nueva figura inexistente en el Derecho Internacional. “Suspender” 
el Tratado. Esta “suspensión” fue decretada el 28 de junio d 1877, ale­
gando que el gobierno deseaba llegar a un nuevo Concordato. La sus­
pensión, se pretendía justificar como una retaliación a la oposición del 
Clero al Gobierno; triste motivación para un acto que tanto ofende al 
honor nacional.

El Reverendísimo Federico González Suárez, por entonces Arce­
diano de Cuenca, escribió vibrantes manifiestos en defensa del Con­
cordato. Luego, al intervenir como Legislador Constituyente de 1878, 
presentó un proyecto de Decreto por el que se ordenaba al Ejecutivo, 
cumplir lo que ordena el Derecho Internacional y respetar el Concor­
dato; pero Urvina, que apoyaba incondicionalmente al otro militar go­
bernante se opuso tenazmente y logró que no se aprobara.

Veintemilla instruyó a su Ministro Miguel Riofrío acreditado en 
Lima, iniciar conversaciones con el delegado Apostólico, pero no lo­
gró ningún adelanto, ya que la Santa Sede en ningún momento aceptó 
que se pudiera tramitar un nuevo Concordato, ya que estaba vigente
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uno y no podía desconocerse unilateralmente por parte del Ecuador.9 
Finalmente la Asamblea autorizó a Veintemilla para que negocie refor­
mas al Concordato y el Dictador consiguió que el Papa envíe un Dele­
gado, que fue Monseñor Mario Moncenni, con quien se llegó a suscribir 
una “Nueva versión del Concordato”, el 25 de octubre de 1880. Esta fue 
aprobada por el Congreso el 25 de octubre, pero no la ratificó el Vatica­
no. Fueron necesarias nuevas negociaciones hasta que se firmó el 2 de 
mayo de 1881 la “Nueva versión”, que fue ratificada el 14 de marzo de 
1882, interviniendo por parte del Ecuador el Ministro de Relaciones 
Cornelia E. Vemaza y por la Santa Sede el Delegado Moncenni, ¿Qué 
había cambiado en esta nueva versión? -  Prácticamente nada, apenas 
cuestiones de mínima importancia en la forma. Esta negociación no ha­
ce otra cosa que demostrar la firme adhesión de la Santa Sede a los prin­
cipios inviolables del Derecho, juntamente con la bondadosa actitud de 
admitir siempre el diálogo, aún con quienes hayan tenido una actitud 
ofensiva e injusta. El Gobierno por su parte, tuvo que reconocer la bon­
dad del instrumento que había “suspendido” arbitrariamente, y conten­
tarse con la “nueva versión”, sin lograr ningún cambio sustancial.1®

Esta nueva Versión del Concordato permitió, como la primera, las 
buenas relaciones entre la Iglesia y el Estado, durante los siguientes 
gobiernos constitucionales y los provisionales, a la caída de Veintimi- 
11a; el Pentavirato y José María Plácido Caamaño, Antonio Flores y 
Luis Cordero. En 1890 se suscribió un Convenio Adicional por el cual 
se sustituyó el Diezmo por un impuesto del tres por mil sobre el valor 
de los predios rurales, salvo los dedicados al cultivo del cacao, y un 
impuesto adicional a la exportación del cacao, para financiar con éstos 
nuevos ingresos el presupuesto de la Iglesia.

La Revolución del 5 de junio de 1895 y la subsiguiente dicta­
dura militar del General Eloy Alfaro, inicialmente aseguró que respe­

9 Cfr. Villacrés, Jorge W. Historia Diplomática de la República del Ecuador. Vol III, pp. 
180-181. Guayaquil, 1972 -  Tobar Donoso, “El Primer Concordato Ecuatoriano, en Mo­
nografías Históricas, pp. 442.

10 La nueva versión del Concordato se ha publicado en varios folletos de leyes1 y tratados de 
la época y en recopilación de carácter general, como la de Torrubiano Ripio, Iaime, ediT 
tada en Madrid, 1931, pp. 386-402.



C O N C O R D A T O  E N T R E  E L  E C U A D O R  Y  L A  S A N T A  S E D E  /  2351

taría los compromisos internacionales, pero bien pronto comenzaron 
las hostilidades contra la Iglesia, se expidieron leyes que resultaban in­
compatibles con el Concordato, y finalmente en 1899 se expidió nue­
vamente la vieja Ley de Patronato, que significaba total desconoci­
miento del concordato. Una vez más, la soberbia de una dictadura mi­
litar deshonró a la Nación con el incumplimiento de lo solemnemente 
pactado e inició una era de exacerbada violencia, de enfrentamiento y 
división del país, precisamente en momentos en los que el vecino del 
sur avanzaba activamente por nuestro Oriente. Para sellar la inicua ac­
tuación de la Dictadura, procedió a expulsar a las misiones religiosas 
de nuestra Amazonia, dejando el terreno totalmente libre para la con­
quista por parte del Perú.
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